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La Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia en cumplimiento al inciso 3° del 

parágrafo 1 del artículo 13 del acuerdo PCSJA20-11546 del 25/04/2020 y sus 

prorrogas expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, fija el presente 

estado electrónico.  
 

 

RADICADO 
TIPO DE 

PROCESO 
ACCIONANTE / 

DELITO 
ACCIONADO / 

ACUSADO 
DECISION FECHA 

2023-0502-5 
Auto ley 

906 

Concusion-
Secuestro Simple Y 

Otro 

Ferney Alonso 
Betancur Echeverri 

Y Otro 

Fija fecha de 
audiencia 

Abril 29 de 2024 

2024-0651-1 
Tutela 

2Da 
Instancia 

Andrea Cecilia 
Ramirez Restrepo-
Agente Oficiosa-
Emanuel Salazar 

Ramirez-Afectado  

 Nueva Eps Confirma Abril 26 de 2024 

2024-0666-1 
Tutela 

2Da 
Instancia 

Maria Odilia 
Arenas De Marin 

Nueva Eps. 
Confirma y 

aclara 
Abril 26 de 2024 

2024-0682-1 
Tutela 

2Da 
Instancia 

Hector Exneider 
Montoya Villegas 

Nueva Eps Confirma Abril 26 de 2024 

2024-0722-3 
Auto 

Interlocut
orio 

Fabricacion, Porte 
O Tenencia De 

Armas De Fuego 

Celso Andrés 
Velásquez Olarte 

Revoca Abril 25 de 2024 

2024-0764-1 
Tutela 1Ra 
Instancia  

Juzgado Quinto De 
Epms De Antioquia 

Deiby Alejandro 
Hernandez Meneses 

Niega Abril 26 de 2024 

 

FIJADO, HOY 30 DE ABRIL DE 2024, A LAS 08:00 HORAS 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA 

SALA PENAL 

Medellín, veintinueve (29) de abril de dos mil veinticuatro 
 

 
Sentencia segunda instancia Ley 906 de 2004 

Acusado: Ferney Alonso Betancur Echeverri 

y Cristian Arley Acevedo  

Delitos: Secuestro, falsedad ideológica 

en documento público, peculado 

por apropiación y concusión  

Radicado: 05-154-60-00000-2019-00062  

(N.I.2023-0502-5) 

 

De  conformidad con  las  facultades otorgadas por  el  Consejo Superior de  la 

Judicatura, a través del acuerdo PCSJA22-11972 del 30 de junio de 2022, se fija 

fecha y hora para la lectura de dentro del proceso de la referencia para el día 

JUEVES DOS (2) DE MAYO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024), A LAS DIEZ Y TREINTA 

(10:30) HORAS. 

 
 

Se ordena a la Secretaría común, por el medio más expedito, se cite a las partes e 

intervinientes procesales a través de sus correos oficiales, confirmando su asistencia 

a la diligencia, quienes podrán manifestar si en lugar de la audiencia de lectura 

virtual prefieren el envío de la decisión, dándose por notificados por ese medio y 

corriendo los términos pertinentes desde esa fecha. 

 
 
 
 
 
 

COMÚNIQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

 
 

RENÉ MOLINA CÁRDENAS 

Magistrado 



Firmado Por:

Rene  Molina Cardenas

Magistrado

Sala 005 Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 21b9d48a212538b0f71c9bb4447f89f5b550b2e9c8719ed504d385aba140b77d

Documento generado en 29/04/2024 03:08:58 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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RAMA JUDICIAL 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE ANTIOQUIA  

SALA PENAL 

 
 

Magistrada Ponente: María Stella Jara Gutiérrez 
 
 
 

Radicado:  05887-6000-355-2023-00176 (2024-0722-3)  

Referencia:  Apelación auto imprueba preacuerdo 

Procedente:  Juzgado Penal del Circuito de Yarumal 

Procesado:  CELSO ANDRÉS VELÁSQUEZ OLARTE  

Delito:  Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o  

municiones en concurso con extorsión agravada en grado 

tentativa  

Decisión:  Revoca 

Aprobada:  Acta No. 158, abril 25 de 2024 
 
 
 

Medellín, veinticinco (25) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 
 
 
 
 
 

I. ASUNTO 
 
 
 

1. Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la Fiscalía, el representante del Ministerio Público y la defensa en 

contra del auto proferido el 15 de abril de 2024, por cuyo medio el Juzgado 

Penal del Circuito de Yarumal, Antioquia, resolvió improbar el preacuerdo 

celebrado entre las partes.  

 
 

II. HECHOS 
 
 
 

2. El 11 de diciembre de 2023, aproximadamente a las 9:50 p.m., 

en la carrera 10 con calle 9 del municipio de Angostura, Antioquia, CELSO 

ANDRÉS VELÁSQUEZ OLARTE abordó a Luis Alberto Ramírez Balaguera, 

identificándose como miembro de las Autodefensas Gaitanistas de 
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Colombia, y lo constriñó bajo amenaza de muerte para hacer entrega de la 

suma de $200.000,oo.  

 

3. Ante la negativa del interpelado, se alertó a la Policía Nacional 

de lo ocurrido, quienes encontraron en los bolsillos delanteros del 

pantalón de VELÁSQUEZ OLARTE cinco cartuchos calibre 38mm Special, 

marca Indumil, para arma de fuego de defensa personal tipo revólver, y 

dos cartuchos calibre 9mm de diferentes lotes para arma de fuego de 

defensa personal tipo pistola, en buen estado de conservación y 

funcionamiento, sin que portara permiso para el porte de esta munición.  

 
 
 

III. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
 
 

4. Por los anteriores hechos, el 13 de diciembre de 2023 se celebró 

audiencia preliminar bajo la dirección del Juzgado Promiscuo Municipal 

de Angostura, Antioquia, en donde se legalizó la captura en situación de 

flagrancia de CELSO ANDRÉS VELÁSQUEZ OLARTE, al tiempo que la 

Fiscalía le formuló imputación, en calidad de autor, a título de dolo de los 

delitos de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, en 

concurso heterogéneo con extorsión agravada en grado de tentativa, de 

conformidad con los artículos 365, 244, 245 numeral 3º, y 27 de la Ley 

599 de 2000, cargos que no aceptó. En la misma calenda se impuso 

medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en 

establecimiento carcelario.  

 

5. El 9 de febrero de la presente anualidad, la Vista Fiscal radicó 

acta de preacuerdo, mediante el cual se otorgaba, para efectos punitivos, 

la pena equivalente al cómplice, consistente en cincuenta y cuatro (54) 

meses de prisión frente al punible contra la seguridad pública, más seis 

meses por el delito concursal de extorsión agravada en grado de tentativa, 

para una sanción corporal definitiva de sesenta (60) meses, aclarando que 

no hubo incremento patrimonial alguno. 
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6. Asignada la competencia al Juzgado Penal del Circuito de 

Yarumal, Antioquia, el 15 de abril siguiente se verbalizó el preacuerdo, 

precisando que la víctima fue informada del mismo, sin que manifestara 

oposición y que la pena preacordada de multa1 sería de dos mil salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (2000 SMLMV), equivalente a la 

sanción pecuniaria por el delito contra el patrimonio económico.  

 
7. La defensa expuso su conformidad con la negociación, así como 

el ofendido Luis Alberto Ramírez Balaguera. Acto seguido, el despacho 

cognoscente le explicó el alcance y consecuencias jurídicas del preacuerdo 

al imputado, quien a su turno expresó que lo comprendía y había sido 

debidamente asesorado del mismo2. Por su parte, el representante del 

Ministerio Público encontró ajustada a derecho dicha negociación.  

 
8. Con todo, el juzgado de primera instancia consideró que no 

podía soslayarse que CELSO ANDRÉS VELÁSQUEZ OLARTE fue 

capturado en situación de flagrancia, por lo que solamente procedería una 

rebaja del 12,5%, con mayor razón cuando ya se superó la audiencia de 

imputación como tal para obtener esa disminución. Adicionalmente, 

destacó que el delito de extorsión se encuentra excluido de beneficios por 

vía de preacuerdo, de acuerdo con el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, 

por lo que no era posible la disminución de la multa planteada. En 

consecuencia, no impartió aprobación al preacuerdo.   

 
9. Frente a esta determinación, la Fiscalía, defensa y 

representante del Ministerio Público interpusieron recurso de apelación, 

los cuales estudia ahora la Sala.  

 
 

IV. RECURSO DE APELACIÓN 
 
 
 

10. Fiscalía. Solicitó revocar la decisión del a quo, en el entendido 

que el preacuerdo no versó en la simple aceptación de cargos formulados, 

sino que se degradó su grado de participación para efectos punitivos, 

                                                           
1 Récord 1 de audiencia del 15 de abril de 2024, minuto 15:30. 
2 Ib. min. 22:01 a 23:31.  
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imponiéndosele la pena del cómplice sobre la sanción del ilícito de 

fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, al ser el delito 

más grave. Hizo énfasis en que el reato de extorsión no fue objeto de 

beneficio alguno, comoquiera que la disminución de la multa correspondió 

al grado de tentativa en que ocurrió la conducta.  

 

11.  Defensor. Secundó los argumentos de la agencia fiscal, pues 

la rebaja punitiva versó sobre el dispositivo amplificador del tipo de la 

complicidad. Por otro lado, coadyuvó lo manifestado en punto de la 

ausencia de rebaja por la extorsión, dado que el beneficio se aplicó al delito 

contra la seguridad pública por ser el más gravoso. Por ende, peticionó 

revocar el auto del juez de primera instancia.  

 

12. Ministerio Público. Estimó que la modalidad de preacuerdos 

degradados no equivale a una simple aceptación de cargos y, en todo caso, 

solo pueden ser improbados cuando se vulneren derechos fundamentales 

o el debido proceso. En ese sentido, el a quo incurrió en un yerro en la 

interpretación de la negociación al aseverar que hubo una rebaja 

ostensible, además de obviar la ausencia de disminución alguna por 

negociación sobre el delito de extorsión. De tal suerte, solicitó revocar la 

decisión adoptada.  

 
 

V. CONSIDERACIONES DE LA SALA 
 
 

13. Competencia. Por virtud de los artículos 34 numeral 1° y 178 

de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para conocer del 

presente asunto. 

 

14. Problema jurídico. Corresponde a la Sala determinar si es 

procedente la aplicación del parágrafo del artículo 301 de la Ley 906 de 

2004, adicionado por el canon 57 de la Ley 1453 de 2011, en los casos en 

los que, habiendo sido el imputado capturado en flagrancia, la negociación 

versó sobre los términos de la imputación, conforme al precepto 350 del 

Estatuto Adjetivo Penal, y adicionalmente, si se incluyó beneficio alguno 
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por el delito de extorsión agravada tentada, en contravención de la 

prohibición del artículo 26 de la Ley 1121 de 2006. 

 
15. Los preacuerdos como forma de terminación anticipada del 

proceso. Los preacuerdos son mecanismos para la terminación anticipada 

del proceso y constituyen auténticas formas de negociación entre el fiscal 

y el procesado, respecto de los cargos y sus consecuencias punitivas. Son 

una vía judicial enfilada a la simplificación de los procesos mediante la 

supresión parcial o total del debate probatorio y argumentativo como 

producto del consenso entre las partes del proceso3. Así, la figura del 

preacuerdo constituye una de las principales manifestaciones de justicia 

premial, de conformidad con el artículo 350 de la ley 906 de 2004. 

 
16. Encuentran su consagración en los artículos 348 y siguientes 

de la Ley 906 de 2004 y establece como finalidad de los preacuerdos la 

humanización de la actuación procesal y la pena, obtener pronta y 

cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales que genera 

el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con 

el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso, 

e impone al ente acusador la obligación de observar las directivas y pautas 

fijadas por la Fiscalía General de la Nación con el fin de aprestigiar la 

administración de justicia.  

 
17. Entonces, la fiscalía como titular de la acción penal ostenta la 

facultad de que tratan los artículos 351 y 352 de la Ley 906 de 2004, de 

efectuar preacuerdos con el procesado, pero no es absoluta ni puede 

contrariar la ley sustantiva, en cuanto se trata de una discrecionalidad 

reglada. 

 
18. De otro lado, en términos del inciso cuarto del artículo 351 de 

la Ley 906 de 2004, los preacuerdos son vinculantes para el juez, excepto 

cuando se vulneren garantías fundamentales, único evento en el que tiene 

la facultad de improbarlos. 

 

                                                           
3 Corte Constitucional, Sentencia C-372 de 2016, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.   
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19. Desde los albores de la vigencia del sistema penal acusatorio la 

Corte Constitucional ha reiterado que la aplicación de los preacuerdos no 

puede desconocer o quebrantar las garantías fundamentales de las partes 

e intervinientes, como la víctima4, en el mismo sentido, se ha pronunciado 

la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia5. 

 
20. En relación con el tema esbozado la Sala de Casación Penal de 

la Corte Suprema de Justicia llevó a cabo un estudio de la sentencia SU – 

479 de 2019, emitida por la Corte Constitucional en punto de los 

preacuerdos y como consecuencia de ello estableció unas reglas aplicables 

al verificar la legalidad de la negociación. Sobre la materia indicó6: 

 

“Segundo. Existe otra modalidad de acuerdo utilizada con frecuencia 

en la práctica judicial, consistente en tomar como referencia una 

calificación jurídica con el único fin de establecer el monto de la pena. 

En esos casos: (i) las partes no pretenden que el juez le imprima a los 

hechos una calificación jurídica que no corresponde, tal y como sucede 

en la modalidad de acuerdo referida en el párrafo precedente; (ii) así, 

a la luz de los ejemplos anteriores, el autor es condenado como tal, y 

no como cómplice, y no se declara probado que el procesado actuó bajo 

la circunstancia de menor punibilidad –sin base fáctica-; (iii) la alusión 

a una calificación jurídica que no corresponde solo se orienta a 

establecer el monto de la pena, esto es, se le condena en calidad de 

autor, pero se le asigna la pena del cómplice –para continuar con el 

mismo ejemplo-; (iv) el principal límite de esta modalidad de acuerdo 

está representado en la proporcionalidad de la rebaja, según las 

reglas analizadas a lo largo de este proveído y que serán resumidas 

en el siguiente párrafo; y (v) las partes deben expresar con total 

claridad los alcances del beneficio concedido en virtud del acuerdo, 

especialmente lo que atañe a los subrogados penales. Tercero. En el 

ámbito de los acuerdos tiene plena vigencia el principio de 

discrecionalidad reglada. Así, además de la obligación de realizar con 

rigor los juicios de imputación y de acusación y de explicar cuándo 

una modificación de los cargos corresponde a un beneficio o al ajuste 

del caso a la estricta legalidad (…)”. 

 

                                                           
4 Ver sentencias C-1260 de 2005, C-516 de 2007 y C-059 de 2010, entre otras. 
5 Sentencia del 15 de octubre de 2014, Radicado: 42.184, SP13939-2014; sentencia del 25 de mayo de 2016, Radicado: 

43.837, SP6808-2016. 
6 Sentencia del 24 de junio de 2020, SP2073-2020, Radicación: 52.227. 
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21. La postura jurisprudencial de antaño, de acuerdo con la cual 

para improbar los preacuerdos se tenía como fundamento exclusivo el 

momento procesal en que se realizaban7, en aplicación de la normatividad 

que regula la rebaja punitiva en el allanamiento a los cargos8, fue 

reexaminada por la Corte y como consecuencia de ello moduló la 

interpretación de la jurisprudencia teniendo en cuenta las diferentes 

modalidades de negociación. 

 

22. Así, indicó, cuando se trata de la variación o readecuación 

típica con fines estrictamente punitivos, como la eliminación de un 

agravante o si se degrada la forma de participación, por ejemplo de autor 

a cómplice, no hay lugar a aplicar la normatividad que regula las rebajas 

punitivas contenida en los artículos 351 y 352, en cuanto se relaciona 

solamente al momento procesal en que se cumple la aceptación de cargos 

e incumbe al juez de conocimiento determinar si el beneficio concedido en 

el preacuerdo resulta desproporcionado. 

 
23. Debido a lo cual, el juicio de razonabilidad y proporcionalidad 

de la rebaja punitiva acordada partirá de los hechos jurídicamente 

relevantes y dependerá de la ponderación en cada caso concreto de varios 

parámetros, como el momento en que se realiza la negociación, es decir, 

si es pronta o tardía, el daño causado, su reparación, el arrepentimiento 

del acusado y la colaboración en el esclarecimiento de los hechos, entre 

otros, aspectos orientadores que hagan razonable los términos del acuerdo 

presentado y su consecuente aprobación. 

 
24. Otro tema relacionado con las terminaciones anticipadas del 

proceso, también ya decantado, es el concerniente a la potestad que 

ostenta el funcionario judicial para la dosificación de la pena en materia 

de preacuerdos, cuestión que no merece dificultad cuando de allanamiento 

a cargos se trata, pues en todos los casos el fallador para efectos de 

determinar la pena a imponer debe acudir a los artículos 60 y 61 del código 

penal. 

                                                           
7 Auto del 30 de enero de 2022, radicado 50001 60 00 000 2021 00131 01. 
8 De acuerdo con los artículos 351 y 352 de la ley 906 de 2004. 
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25. En materia de preacuerdos: (i) la pena puede ser objeto de 

convenio entre las partes, tal como lo prevé el artículo 351 en su inciso 

segundo del código de procedimiento penal de 2004, cuando indica que, 

también podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los 

hechos imputados y sus consecuencias. En estos eventos el juez, tras 

considerar legal la pena acordada y aprobado el preacuerdo debe imponer 

esa sanción, la negociada, pues le resultaría vinculante. 

 
26. (ii) En otras ocasiones la forma de preacuerdo establecida por 

las partes no implica una definición de la pena, entonces el juez en su rol 

debe asumir tal función y determinar la pena a imponer para dicho evento. 

Es decir, si la negociación no comprende un arreglo sobre la pena a 

imponer, deberá dosificar la pena para lo cual deberá aplicar el 

procedimiento que para individualizar la pena establece los artículos 60 y 

61 del código penal. 

 
27. De otra parte, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 

de Justicia ha sostenido que cuando se varía la calificación jurídica con el 

único objetivo de disminuir la pena, no se debe tener en cuenta la 

proporción de rebaja prevista en el parágrafo del artículo 301 de la 

Ley 906 de 2004, en caso de flagrancia. Sobre el particular, la citada 

Corporación en la sentencia SP16933 de 2016 con radicado 46732 

expresó:  

 
«Lo anterior significa que, pese a que el imputado haya sido 

capturado en flagrancia, si éste celebra con la Fiscalía un preacuerdo 

de la naturaleza recién mencionada –no sobre los hechos imputados 

y sus consecuencias-, sino sobre los términos de la imputación, no 

está sometido al referido descuento de una cuarta parte sobre el 

porcentaje autorizado por la ley, según se trate de cada una de las 

fases en que puede llegarse al acuerdo, sino a la rebaja que resulte 

de la negociación de dicha imputación jurídica, en cualquiera de sus 

vertientes -la eliminación de «alguna causal de agravación punitiva» 

o de «algún cargo específico» (artículo 350, inciso segundo, numeral 

primero), la tipificación de la conducta «de una forma específica con 

miras a disminuir la pena» (artículo 350, inciso segundo, numeral 

segundo)-»  
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28. Criterio también analizado por la Alta Corporación en sentencia 

SP-2168-20169 con radicado 45.736 así: 

  

"Estas negociaciones entre la fiscalía e imputado o acusado no se 

refieren únicamente a la cantidad de pena imponible sino, como lo 

prevé el inciso 2° del artículo 351, a los hechos imputados y sus 

consecuencias, preacuerdos que «obligan al juez de conocimiento, 

salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías 

fundamentales». 

 

Que la negociación pueda extenderse a las consecuencias de la 

conducta punible imputada, claramente diferenciadas de las relativas 

propiamente a la pena porque a ellas se refiere el inciso 1° del mismo 

artículo, significa que también se podrá preacordar sobre la ejecución 

de la pena (prisión domiciliaria o suspensión condicional) y sobre las 

reparaciones a la víctima…”10(Subrayas fuera del texto original). 

 

Evidente es, entonces, la profunda transformación que se ha 

producido en el ordenamiento jurídico con la adopción de la institución 

de los preacuerdos y negociaciones, la cual genera como consecuencia 

obvia que el acuerdo pueda incidir en los elementos compositivos o 

estructurales del delito, en los fenómenos amplificadores del tipo, en 

las circunstancias específicas o genéricas de agravación, en el 

reconocimiento de atenuantes, la aceptación como autor o como 

partícipe (cómplice), el carácter subjetivo de la imputación (dolo, culpa, 

preterintención), penas principales y penas accesorias, ejecución de la 

pena, suspensión de ésta, privación preventiva de la libertad, la 

reclusión domiciliaria, la reparación de perjuicios morales o sicológicos 

o patrimoniales, el mayor o menor grado de la lesión del bien 

jurídicamente tutelado.  

 

La amplitud del ámbito propicio a una negociación podría explicarse 

en que lo pretendido por parte del imputado o acusado es una 

reducción de las condignas sanciones o consecuencias de su delito y 

como son múltiples los fenómenos condicionantes de las mismas, se 

torna complejo el tratamiento de este tema, aunque suele superarse 

tal obstáculo recordando el valor teleológico de la institución que no se 

inclina por un criterio restrictivo sino por uno de acentuada naturaleza 

extensiva.  

 

                                                           
9 Radicado 45.736. 
10 Sentencia del 20 de octubre de 2010, radicación No. 33478. En igual sentido, sentencias del 10 de mayo de 2006 y 

22 de junio de 2006, bajo los radicados No. 25389 y No. 24817, respectivamente. 
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Ello es así, en razón a que uno de los objetivos perseguidos por el 

legislador con el nuevo sistema procesal, sin descuidar el respeto 

absoluto por la defensa y el debido proceso, fue el de procurar otorgar 

celeridad al proceso mediante la confluencia de voluntades y el 

consenso en la solución del conflicto, que obedece a los fines 

esenciales del Estado social de derecho de facilitar la participación de 

todos en las decisiones que los afectan, según el artículo 2º de la 

Constitución Política.  

 

5.3 Lo que parece incomodar al Tribunal es que, no obstante, la 

captura en flagrancia de los procesados se haya preacordado 

degradar su forma de participación y la consecuente imposición de 

una pena que conlleva una rebaja en monto superior al previsto en el 

parágrafo del artículo 301 de la Ley 906 de 2004, según la 

modificación introducida por el 57 de la Ley 1453 de 2011. 

 

Tal entendimiento es equivocado y si bien en algunas decisiones de 

tutela adoptadas por esta Corporación11, se ha llegado a similar 

conclusión, consistente en que en casos de flagrancia la mengua a 

convenir no puede ser superior a la contemplada en la última norma 

citada, es esta la oportunidad para hacer las precisiones 

correspondientes. 

 

Dentro de las modalidades de preacuerdo, contempladas en el Libro 

III, Título II, Capítulo Único del Código de Procedimiento Penal de 2004, 

una es la que modula el delito imputado o por el cual se acusa, y otra 

la que ofrece al incriminado una rebaja de pena por aceptación de 

responsabilidad en la conducta endilgada. Por consiguiente, si el 

pacto se hace sobre la base de la aceptación de los cargos formulados 

en la imputación y la negociación se concreta en la cantidad de pena 

a imponer, habrá de examinarse el momento en el que ese convenio 

tuvo lugar para efectos de hacer la rebaja de pena, ya sea conforme a 

los parámetros del primer inciso del artículo 351 o del 352 ibidem. En 

estos eventos, si la captura fue en flagrancia, es claro que la rebaja 

deberá observar los límites allí previstos, de cara a lo demarcado en 

el parágrafo del precepto 301 de la Ley 906 de 2004, con la 

modificación del 57 de la Ley 1453 de 2011. 

 

Así se desprende con nitidez de la sentencia adoptada en sede 

de control abstracto por la Corte Constitucional CC C-645/12, 

en la que se declaró exequible el parágrafo del artículo 57 de 

la Ley indicada «en el entendido de que la disminución en una 

cuarta parte del beneficio punitivo allí consagrado, debe 

                                                           
11 STP17226-2014, STP3646-2015 y STP10043-2015, radicados 76549, 78742 y 80476. 
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extenderse a todas las oportunidades procesales en las que es 

posible al sorprendido en flagrancia allanarse a cargos y 

suscribir acuerdos con la Fiscalía General de la Nación, 

respetando los parámetros inicialmente establecidos por el 

legislador en cada uno de esos eventos. 

 

En las conclusiones de esa decisión, se consignó: 

 

La Corte Constitucional entonces declarará exequible el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, mediante el cual fue modificado 

el artículo 301 de la Ley 906 de 2004, en el entendido de que la 

disminución del beneficio punitivo en una cuarta (1/4) parte allí 

consagrado, debe extenderse a todas las oportunidades procesales en 

las que es posible allanarse a cargos y suscribir acuerdos con la 

Fiscalía General de la Nación, respetando los parámetros inicialmente 

establecidos por el legislador en cada uno de esos eventos donde se 

permite la discrecionalidad por parte de los operadores judiciales. 

 

Al respecto, es imperativo resaltar que la aplicación en sentido amplio 

de la norma demandada, respete los parámetros originalmente 

establecidos en la Ley 906 de 2004, cuando la terminación anticipada 

del proceso ocurra en una etapa distinta a la formulación de la 

imputación, y reconozca el margen que le es propio tanto a la Fiscalía 

para poder negociar, como al juez para fijar discrecional pero 

razonadamente la pena acorde con la efectividad que para la 

investigación y la economía procesal brinde el imputado o acusado. 

 

Cosa distinta ocurre si se hace una negociación sobre los hechos o sus 

consecuencias, de modo que haya una degradación en la tipicidad, 

como sería, por ejemplo, eliminar alguna causal de agravación, incluir 

un dispositivo amplificador o degradar su forma de participación, toda 

vez que la consecuencia es imponer la pena que corresponda y tenerla 

como soporte para estudiar los subrogados y sustitutos. Ninguna 

remisión ha de hacerse a los montos de que hablan los cánones 351 

y 352 del estatuto procesal de 2004. 

 

Entonces, hay que tener en cuenta que todo dependerá de lo que las 

partes acuerden, pues –se insiste- una cosa es que convengan 

disminución en la cantidad de pena imponible, caso en el cual queda 

indemne el grado de participación imputado y no se podrá pactar una 

disminución distinta a la del parágrafo del artículo 301, en 

concordancia con los preceptos 351 y 352 del Código de Procedimiento 

Penal. Y, otra desemejante es si, como acaeció en esta 

oportunidad, se hizo un negocio en punto de la tipicidad, 

degradando el título de la participación, en cuanto la pena 
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será la prevista para el cómplice, con todas sus consecuencias, 

y ninguna injerencia tiene el límite de rebaja por razón de la 

captura en flagrancia...” (Negrillas fuera del texto). 

 
 

29. Finalmente, vale decir que en reciente decisión de tutela del 

Alto Tribunal de lo Penal, si bien no se abordó este caso en particular, sí 

se estableció que la suscripción de un preacuerdo que incluye un 

dispositivo amplificador o degrada la forma de participación, debe 

mantener la pena negociada, incluso si el descuento conferido es superior 

al máximo permitido en la fase procesal, pues “dicha rebaja no es ilegal, 

debido a que corresponde a la autorizada por ley dada la modalidad de 

preacuerdo”12.  

 

30. Caso en concreto. Realizadas las anteriores precisiones, se 

tiene que el legislador habilitó la realización de negociaciones desde la 

formulación de cargos hasta antes de presentarse el escrito de acusación, 

cuando recaiga sobre los términos de la imputación, en la cual el imputado 

se declara culpable del delito endilgado a cambio de, entre otras, tipificar 

la conducta de forma específica con miras a disminuir la pena (artículo 

350 Ley 906 de 2004). 

 
31. En el presente asunto, la Vista Fiscal celebró preacuerdo 

escrito con CELSO ANDRÉS VELÁSQUEZ OLARTE y su defensor, 

sustentándolo en audiencia del pasado 15 de abril de 2024, en el que el 

imputado aceptaba su responsabilidad como autor de los delitos de 

fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, en concurso 

heterogéneo con extorsión agravada en grado de tentativa y, a cambio, 

únicamente para efectos punitivos, se le reconocería la rebaja del 50% 

equivalente a la complicidad, solo frente al primero de los punibles.  

 
32. Surgió, sin embargo, el interrogante respecto a si debía darse 

aplicación o no al parágrafo del canon 301 del estatuto procesal penal, 

adicionado por el precepto 57 de la Ley 1453 de 2011, según el cual: 

 

                                                           
12 STP4560-2024, 12 mar. 2024, rad. 136006. 
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«la persona que incurra en las causales anteriores [es decir, las que 

configuran situaciones de flagrancia] sólo tendrá ¼ del beneficio de 

que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004». 

 

33. Para dar respuesta a ello, basta remitirse a los derroteros 

jurisprudenciales considerados en líneas anteriores, por lo que se advierte 

sin discusión alguna que el A quo erró al improbar el preacuerdo celebrado 

entre las partes, máxime cuando se verificó que el procesado comprendió 

sus consecuencias jurídicas y manifestó no haber sido coaccionado, 

contando con la asistencia de su abogado defensor, a más que se 

estableció la existencia de prueba mínima de los ilícitos y el aval de la 

víctima.  

 

34. Y es que de ninguna manera la rebaja pactada es 

desproporcional, según se extrae del mismo artículo 350 ibídem, el cual 

habilita una disminución hasta de la mitad de la pena imponible, 

concordante con la postura del Alto Tribunal Penal: 

 

(…) por ello, razonadamente el legislador entendió que la rebaja 

punitiva, acorde con la efectividad que para la investigación y la 

economía procesal brinda el imputado que de manera consensuada 

acepta cargos antes de ser presentado el escrito de acusación, debe 

ser hasta de la mitad de la pena imponible (artículo 351 CPP), mientras 

que aquel que lo hace con posterioridad a dicho acto procesal, se hace 

merecedor tan solo a una tercera parte (artículo 352 ibídem). (Texto 

original en negrilla)13  

 

35. Así las cosas, resulta desacertada la decisión de primera 

instancia, en atención a que la negociación celebrada entre la fiscalía y la 

defensa se llevó a cabo respecto de la tipicidad, degradando la forma de 

participación de autor a cómplice. Por lo tanto, tratándose de preacuerdos 

con variación típica con fines estrictamente punitivos, verbigracia cuando 

se elimina un agravante o se degrada la forma de participación, no aplican, 

con el fin de determinar la rebaja punitiva contenida en el acuerdo, los 

artículos 351 y 352, e incumbe al juez establecer si el beneficio concedido 

en el preacuerdo resulta desproporcionado, juicio de razonabilidad que se 

                                                           
13 AP2781-2020, 21 oct. 2020, rad. 58316, citando a su vez CSJ AP, 16 ago. 2017. Rad. 46507. 
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concreta en los hechos jurídicamente relevantes y pende de la ponderación 

de circunstancias como el momento procesal en que se efectúa la 

negociación, el daño ocasionado, su resarcimiento, el arrepentimiento del 

acusado y la colaboración en el esclarecimiento de los hechos, lo cual 

hacen moderado los términos del acuerdo presentado. 

 

36. Por otra parte, tampoco le asiste razón al A quo en cuanto a 

que se soslayó la exclusión de beneficios y subrogados del artículo 26 de 

la Ley 1121 de 2006, pues claramente el preacuerdo escrito y verbalizado 

se centra en la rebaja del 50% del delito base, que para el caso en concreto 

es el atentatorio contra la seguridad pública. A él se sumaron seis meses 

por el punible concursal, esto es, la extorsión agravada en grado de 

tentativa, sin que el ente acusador haya aplicado rebaja alguna a ese 

monto. 

 
37. Respecto a la pena de multa, véase que el artículo 244 del 

Código Penal oscila esta sanción en 800 a 1800 SMLMV, pero dado su 

agravante del artículo 245 numeral 3º ejusdem, la multa incrementa de 

4000 a 9000 SMLMV. Con todo, los hechos jurídicamente relevantes y su 

correspondiente imputación contemplan que el comportamiento extorsivo 

no se consumó, lo que equivale a una tentativa. Por lo tanto, la sanción de 

multa específicamente fluctuará entre los 2000 y 6750 SMLMV, no por 

cuenta de rebaja punitiva con miras a un preacuerdo, sino porque así lo 

establece el legislador para esta situación fáctica (art. 27 ib).  

 
38. Por lo tanto, se revocará la decisión de primera instancia y en 

su lugar, se impartirá aprobación al preacuerdo celebrado entre las partes, 

devolviendo la actuación al despacho cognoscente para continuar con el 

respectivo trámite, no sin antes hacer un llamado al juez A quo para que 

en futuras oportunidades realice un cuestionamiento más exhaustivo 

sobre la decisión de aceptación de cargos de los procesados, en estricto 

cumplimiento del artículo 131 del Código de Procedimiento Penal.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Antioquia, Sala de Decisión Penal, 



 
 
 

Radicado:05887-6000-355-2023-00176 (2024-0722-3)  
Procesado: CELSO ANDRÉS VELÁSQUEZ OLARTE  

Delito: Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones,  
en concurso con extorsión agravada tentada 

Decisión: Revoca 
 
 

Página 15 de 15 

 

 
 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- REVOCAR el auto proferido el 15 de abril de 2024, por cuyo 

medio el Juzgado Penal del Circuito de Yarumal, Antioquia, improbó el 

preacuerdo celebrado por las partes; en su lugar, se imparte aprobación a 

la negociación. 

 

SEGUNDO.- DEVOLVER el expediente al juzgado de origen para que se 

continúe con el trámite pertinente.  

 

Se informa que contra esta decisión no procede recurso alguno. 

 

Comuníquese y cúmplase, 

 
 
 
 

(firma electrónica) 
MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ 

Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA  

SALA PENAL DE DECISIÓN 

 

SALVAMENTO DE VOTO 

 

De manera respetuosa procederé a enunciar las razones que me llevan 

apartarme de la decisión de mis compañeros de Sala de revocar la decisión 

de primera instancia y aprobar el acuerdo: 

 

1- El parágrafo del artículo 301 del C.P.P. está vigente. Tal artículo remite 

la restricción de la rebaja de pena en casos de flagrancia al artículo 

351 del C.P.P. La disposición del 301 no remite a una o alguna de las 

modalidades de terminación anticipada del proceso contenidas en 

el artículo 351, su restricción cobija todas las modalidades allí previstas. 

  

2- A pesar de que en dos decisiones del año 20161 la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia realizó una interpretación, en el sentido de 

que la restricción del artículo 301 solo estaba dirigida a los 

allanamientos y a los preacuerdos en que la rebaja se determinara 

por el momento procesal, estas decisiones no explicaron de forma 

detallada del porqué el intérprete puede realizar una distinción no 

prevista por el legislador.  

 

3- Tal interpretación, no ha sido consistente por parte del Alto Tribunal en 

lo penal, dado que, posteriormente, en la decisión 47675 de 2019 

                                                           
1 46732 de 2016 y 45736 de 2016  
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explicó de forma explícita, que la concesión de la rebaja de hasta un 

50% de la pena no era posible dado que desconocía la restricción del 

parágrafo del artículo 301, tratándose de un acuerdo que varió la 

forma de participación de autor a cómplice sin base fáctica.  

 

4-  Así lo propuso la Corte en la última decisión que se cita:  

 

“(…) lo que le permite a la Sala proceder al examen de los cargos 

formulados en la demanda de casación, previa las siguientes 

aclaraciones. 

 

La captura en flagrancia limitaba las rebajas punitivas en los términos 

del artículo 301 de la Ley 906 de 2004 —modificado por el artículo 57 

de la ley 1453 de 2011—, toda vez que luego de ingresar en compañía 

de dos sujetos más a hurtar en un local comercial, lugar en el cual 

hirieron gravemente a uno de los dependientes, RINCÓN BERNAL fue 

aprehendido en la Avenida la Esperanza con carrera 87, en el 

vehículo taxi de placas VDK-867 que se movilizaba, hallando en su 

poder un revólver marca Smith & Wesson, la fiscalía en el preacuerdo 

le atribuyó  jurídicamente una participación accesoria como 

cómplice. 

 

A pesar del yerro de la Fiscalía por no haber tenido en cuenta la 

flagrancia en la celebración del preacuerdo, lo cierto es que tal 

circunstancia no es un problema de estricta tipicidad de las 

conductas ejecutadas y por las que se juzga al procesado. 

 

De otra parte, adicional a lo señalado anteriormente, la legalidad y 

eficacia del preacuerdo no se puede desconocer en esta sede ni 

admitirse su cuestionamiento porque la Fiscalía no tuvo en cuenta 

para el preacuerdo la captura de flagrancia, pues quienes tenían 

interés jurídico en reclamar no lo hicieron en su oportunidad, además, 

como el procesado y su defensor son los únicos recurrentes, no es 
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admisible desconocer la prohibición de la no reformatio in peius, 

garantía constitucional en favor del procesado que en este caso 

resulta inquebrantable y que la jurisprudencia de esta Sala ha 

reconocido en forma pacífica y uniforme”  ( negrillas no originales). 

 

5- La sentencia C-645 de 20122 hace relación a que el legislador 

consideró necesario que, en los casos de flagrancia, la rebaja por 

razón de la aceptación de cargos vía preacuerdos, no tengan el 

mismo ámbito de rebaja de pena respecto de aquellos que no fueron 

capturados en esa situación, dado que el esfuerzo investigativo se 

reduce ampliamente y el aporte realizado por quien acuerda es 

considerado mínimo. Esta razón ofrecida por el legislador es invariable 

en relación con cualquier tipo de preacuerdo de los consagrados en 

el artículo 351. De tal forma que la interpretación de la que me aparto 

crea una especie de privilegio injustificado a quien siendo capturado 

en flagrancia opta por la vía de acudir a cierto tipo de adecuación 

típica, frente a aquel que en las mismas condiciones decide acordar 

por la rebaja prevista en la ley. El resultado es la escogencia 

estratégica de una interpretación normativa, alejada de los criterios 

que inspiraron la figura en el legislador, con el fin de obtener mayores 

beneficios estando en la misma situación fáctica de flagrancia, que 

ameritó la restricción normativa.      

 

En estos términos dejó planteado mi desacuerdo con el proyecto aprobado.  

 

RENÉ MOLINA CÁRDENAS 

Magistrado 

 

                                                           
2 El alcance que le dio la Sala Penal de la CSJ al parágrafo del artículo 301 en la decisión 45736 de 2016 fue 
interpretativo y no tomada directamente de la decisión de la Constitucional 2016 de la sentencia C-645 de 
2012   
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